	Fecha
	05 de noviembre de 1979
	 Sesión número
	64

	Motivo: Hábeas Corpus

	Recurrente: Gonzalo J. Facio Segreda.

	Recurrido: Ministro de Gobernación y Seguridad Pública.

	Objeto del recurso: El recurrentes reclaman detención y deportación del tutelado.

	Respuesta del recurrido: La autoridad respectiva informa que el recurrente no se encuentra detenido, que no fue detenido en la fecha indicada por el recurrente ni en otra fecha; y que ninguna autoridad de ese Ministerio ordenó la detención del señor Santos, ni ha recibido orden alguna de funcionario de esta Cartera en ese respecto.

	Parte dispositiva
	Se dispuso declarar sin lugar el recurso por cuanto no se encuentra detenido en territorio nacional, y la detención, de existir en la actualidad, no lo sería a la orden de la autoridades costarricenses. Los Magistrados Jacobo y Benavides indican que aun cuanto la vía escogida del hábeas corpus no es operante, pues ya el señor Santos se encuentra fuera del país, según se desprende de la relación de los elementos constantes en el caso, lo cierto es que, de acuerdo con esos mismos elementos ellos, obligan a no cohonestar el procedimiento irregular que se dice haber adoptado algunos oficiales de migración. El Magistrado Fernández también declara sin lugar el recurso, por no constar que el recurrente esté privado de su libertad en el territorio nacional; y omite hacer observación alguna sobre las circunstancias que consten en la causas que está tramitando y que se hizo venir ad effectum videndi, por no tener relación con el caso. Al mismo tiempo se dispuso enviar copia del recurso y de la nota del señor Ministro, al Juzgado Cuarto de Instrucción, para los fines consiguientes.


Nº 64
Sesión ORDINARIA de Corte Plena celebrada a las trece horas y treinta minutos del cinco de noviembre de mil novecientos setenta y nueve, con asistencia inicial de los señores Magistrados Coto, (Presidente); Retana, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Zavaleta, Villalobos, Porter, Benavides y Saborio. 
 Artículo IV
Entra el Magistrado Arroyo.

En escrito de fecha treinta de octubre último, el licenciado Gonzalo J. Facio Segreda planteó un recurso de hábeas corpus en favor de José Alberto Santos Jiménez, de quien dijo ser mayor, divorciado, ingeniero civil, puertorriqueño, residente en Costa Rica en calidad de "pensionado rentista", y al efecto expuso los siguientes hechos.

Que el cinco de octubre, a eso de las nueve horas, el señor Santos Jiménez salió del apartamento que habitaba en compañía de la señora Nilsa Espinoza González, ciudadana panameña, también residente en Costa Rica, y ambos se dirigieron al Instituto Audiovisual de Inglés, donde estudia la señora Espinoza; que el señor Santos Jiménez covino con ella en que pasaría a recogerla dos horas después, y acto seguido continuó en su automóvil hacia el este pues pensaba ir al "Indoor Club"; que al momento en que transitaba por la avenida décima, entre calles veintitrés y veinticinco, fue interceptado por una radio- patrulla y sacado de su automóvil por unos individuos que se identificaron como oficiales de Migración, quines lo privaron de su libertad en un lugar todavía no plenamente determinado; que doña Nilsa esperó durante largo rato que su compañero la recogiera en la forma convenida, y que luego optó por dirigirse en taxi a su domicilio; que la expresada señora tenía motivos fundados para inquietarse por el retraso de su compañero, pues en agosto de mil novecientos setenta y ocho cinco oficiales de Migración se había presentado en la residencia que ella y el señor Santos tenían en una quinta situada en Aserrí, y sin mostrar orden judicial alguna habían allanado su domicilio, alegando que buscaban contrabando, e hicieron un registro en toda la casa; que ese mismo día, cuando el señor Santos y la señora Espinoza se dirigían a San José, fueron interceptados por los mismos oficiales de Migración, quienes los llevaron por la fuerza a la Delegación de la Guardia Rural de Desamparados; que allí lo sometieron a un largo interrogatorio, mientras que otros oficiales de Migración, que habían permanecido en el automóvil con doña Nilsa, le dijeron a ésta que el señor Santos  "había cometido varios crímenes y que, a menos de que fuera muy generoso con ellos, los sacarían por la fuerza del país y lo entregarían en Miami a las autoridades policiales de los Estados Unidos".

Agrega el recurrente que doña Nilsa sabía que su compañero estaba envuelto en un proceso originado en la quiebra de una compañía constructora, de la cual era director en Puerto Rico, y que, hasta la ffecha, el Gobierno de los Estados Unidos no había encontrado fundamento legal para solicitar la extradición al Gobierno costarricense; que también tenía conocimiento de que el señor Santos estaba realizando gestiones muy activas de arreglo de la quiebra, lo que traería como consecuencia la terminación del proceso penal en su contra; y que de igual modo estaba enterada doña Nilsa de que una poderosa compañía de seguros, que tendría que pagar fuertes sumas si la quiebra no se arreglaba, había ofrecido una recompensa de hasta cincuenta mil dólares, quienes hicieran posible, por cualwuier medio, que don José Alberto fuera llevado a Puerto Rico, por su voluntad o sin ella, circunstancia esta última que podría explicar el interés de los oficiales de migración en perseguir al señor Santos; que en vista de todos estos antecedentes, el viernes cinco de octubre, por la tarde, doña Nilsa ya no podía tener duda de que su compañero había sido detenido por los pertinaces oficiales de Migración ; que su temor se confirmó cuando una conocida suya le hizo saber que el automóvil "Mercedes" que manejaba el señor Santos Jiménez , se encontraba estacionado en la avenida décima, entre calles veintitrés y veinticinco, con las puertas abiertas y en la "zona amarilla" donde el estacionamiento es prohibido; que luego doña Nilsa fue a recoger el automóvil y de inmediato comenzó a hacer las pesquisas para determinar el paradero del señor Santos; que el sábado seis de octubre se dirigió a la Dirección de Investigación (DIC) para denunciar la desaparición de aquél y pedir que se investigara lo ocurrido, pero alló se le negó toda información y colaboración; que presentada la denuncia ante la oficina de Investigaciones Judiciales (O.I.J) ésta logró comprobar que el señor Santos había sido detenido por oficiales de Migración y llevado al Aeropuerto Juan Santamaría y posiblemente forzado a salir del país, en un avión de Lacsa; que hasta la hora no se sabe con certeza el paradero del señor Santos Jiménez, aunque así que fue detenido a eso de la nueve horas y treinta minutos del cinco de octubre , sin existir orden judicial, y que ha transcurrido muchas veces el término perentorio de veinticuatro horas dentro del cual los oficiales de Migración que lo detuvieron, debían haberlo puesto a la orden de la autoridad judicial competente, como lo manda el artículo 37 de la Constitución Política.

Apoya el recurrente el hábeas corpus en los artículos 37 y 48 de la Constitución Política y en los números 1º, 2º y 3º y concordantes de la Ley de Hábeas Corpus, lo mismo que en los artículos 7º y 22º, incisos 1º y 6º, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José);  y formula las siguientes peticiones: 1).- Que se solicite al señor Ministro de Seguridad Pública licenciado Juan José Echeverría Brealey, superior jerárquico de los oficiales de Migración que detuvieron al señor Santos Jiménez, que se sirva informar sobre la circunstancia, motivos y fundamentos legales de la privación de la libertad, y sobre las razones por las cuales no se le puso a la orden de la autoridad judicial competente, y se le prevenga que no ejecute acto alguno que pudiere dar por resultado el incumplimiento de los que la Corte resuelva; y

2).- Que una vez recibido el informe y hecho el examen que estipula el artículo 9º de la misma Ley de Hábeas Corpus, y si resultare, como es seguro, que no hay motivo para la detención ni menos para sacar forzosamente del país al señor Santos Jiménez, se disponga la cancelación inmediata de la orden de detención y de todos los actos con ella relacionados, inclusive la libertad del detenido, quien deberá ser presentado personalmente ante la Corte, sin perjuicio de que se proceda contra la autoridad o autoridades responsables de la violación de los derechos humanos de libertad individual y de residencia que protegen, tanto la Constitución Política como el "Pacto de San José".

Pedido el informe de ley, el Ministro de Gobernación y Seguridad Pública lo rindió por nota de primero de noviembre en curso, cuyo texto dice:

"Yo, Lic. Juan José Echeverría Brealey, Ministro de Gobernación y Seguridad Pública, dentro del término al efecto concedido, respetuosamente manifiesto: Hechas las investigaciones pertinentes, resulta que: a) El señor Santos no se encuentra detenido; b) El señor Santos no fue detenido en la fecha indicada por el recurrente ni en otra fecha; c) Ninguna autoridad de este Ministerio ha ordenado la detención del señor Santos , ni ha recibido orden alguna de funcionario de esta Cartera en ese respecto".

Por ser lacónica la nota del Ministro se dispuso pedir al Juzgado Cuarto de Instrucción la causa que instruye en esa oficina, sobre los hechos relacionados con el señor Santos Jiménez, a fin de obtener una más amplia información al respecto; y en lo que interesa al recurso, se hace constar lo siguiente:

a) Que en el requerimiento de instrucción, el Agente Cuarto Fiscal de San José expresó que el cinco de octubre del año en curso, cuatro agentes de Migración detuvieron en esta ciudad al señor Santos Jiménez, a quien condujeron al aeropuerto Juan Santamaría, donde dos de ellos subieron, junto con él a un avión de la compañía Lacsa, con destino a Miami, lugar en que lo entregaron a las autoridades de Estados Unidos; y

b) Que conforme aparece de la diligencias practicadas hasta la ahora por el señor Juez de Instrucción, el señor Santos Jiménez fue llevado a Miami el cinco de octubre y viajó en el avión con el nombre de "Juan de Dios Borges".

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el recurso, pues el señor Santos Jiménez no se encuentra detenido en territorio nacional, y la detención, de existir en la actualidad, no lo sería a la orden de la autoridades costarricenses, de todo lo cual se concluye que si los hechos pudieren haber dado fundamento en un principio a un recurso de esta índole, ahora ya no es posible resolver el problema por la vía del hábeas corpus, desde luego que , en la circunstancias dichas, no podría tener jurisdicción esta Corte para disponer que se ponga en libertad al señor Santos Jiménez. Todo sin perjuicio de lo que resuelvan los jueces competentes dentro del proceso respectivo, si lo que allí se demuestre diere mérito para proceder en la vía penal contra quienes corresponda.

En esa forma se pronunciaron los Magistrados Coto, Retana, Arroyo, Odio, Cervantes, Jacobo, Vallejo, Cob, Blanco, Fernández, Carvajal, Valverde, Zavaleta, Villalobos, Porter, Benavides y Saborío.

Los Magistrados Jacobo y Benavides hace el siguiente agregado para fundamentar su voto: "Aun cuanto la vía escogida del hábeas corpus no es operante, pues ya el señor Santos se encuentra fuera del país, según se desprende de la relación de los elementos constante en el caso, lo cierto es que, de acuerdo con esos mismos elementos ellos, obligan a no cohonestar el procedimiento irregular que se dice haber adoptado algunos oficiales de migración".

El Magistrado Fernández también declara sin lugar el recurso, por no constar que el señor Santos Jiménez está privado de su libertad en el territorio nacional; y omite hacer observación alguna sobre las circunstancias que consten en la causas que está tramitando y que se hizo venir ad effectum videndi, por no tener relación con el caso, ya que son hechos que darán base a los tribunales penales para sentar o no las responsabilidades contra los que ha intervenido en este asunto, cuestiones que, por lo demás son del todo ajenas a la materia del recurso que se conoce.

Al propio tiempo se resolvió: Enviar copia del recurso y de la nota del señor Ministro, al Juzgado Cuarto de Instrucción, para los fines consiguientes. 
